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León, Guanajuato, a 15 quince de marzo del año 2011 dos mil once. . . . .                               

V I S T O S  para resolver los autos del proceso administrativo identificado con el expediente número 424/2010-JN, promovido por el ciudadano Gustavo Araujo Jiménez, en representación de la persona moral denominada “Anuncios Técnicos Moctezuma”, Sociedad Anónima de Capital Variable, y:. . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- El proceso administrativo fue presentado oportunamente dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes al en que se ostentó la actora sabedora de los actos impugnados, que fue el 29 veintinueve de septiembre del 2010 dos mil diez, sin que de las constancias de la presente causa administrativa, se desprenda lo contrario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- La existencia de los actos impugnados, consistentes en la resolución de fecha 22 veintidós de septiembre del 2010 dos mil diez, dictada dentro del procedimiento administrativo de inspección número 271/2010-A (Doscientos setenta y uno diagonal dos mil diez A); la orden de inspección, de fecha 11 once de agosto de ese mismo año; y, la visita de inspección de la misma fecha, practicada en cumplimiento a la orden señalada; se encuentra debidamente acreditada en autos, con las copias certificadas de dichas documentales (visibles a fojas 47  cuarenta y siete a 58 cincuenta y ocho), mismas que ofrecidas por la actora, le fueron admitidas como pruebas de su intención, a las que, con sustento en los artículos 78 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se les otorga pleno valor probatorio, ya que constituyen documentos públicos al haber sido expedidos por los servidores públicos demandados en el ejercicio de sus atribuciones, siendo reconocida expresamente su emisión, por las autoridades al contestar la demanda . . . . . . . . 

CUARTO.- Por ser de Orden Público y, por ende de examen de oficio, ya que constituye un presupuesto procesal, este Juzgador procede a analizar la personalidad con la que concurre el ciudadano Gustavo Araujo Jiménez, en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La personalidad con la que comparece, a este proceso, el ciudadano Gustavo Araujo Jiménez, es como Apoderado Legal de la sociedad mercantil denominada “Anuncios Técnicos Moctezuma”, Sociedad Anónima de Capital Variable, lo que acreditada, mediante la documental consistente en la copia certificada de la Escritura Pública número 15,060 quince mil sesenta, de fecha 19 diecinueve  de enero del 2005 dos mil cinco (misma que obra en el secreto de este juzgado y que es visible en autos, a fojas 43 cuarenta y tres a 45 cuarenta y cinco), tirada ante la fe del Licenciado Francisco I. Hughes Vélez, titular de la Notaría Pública número 212 doscientos doce del Distrito Federal; en la cual se hizo constar que el ciudadano Francisco Rodríguez Rangel, en su carácter de Apoderado general de la sociedad mercantil denominada “Anuncios Técnicos Moctezuma”, Sociedad Anónima de Capital Variable; otorgó poder general para pleitos y cobranzas a favor del Licenciado Gustavo Araujo Jiménez, con todas las facultades generales y especiales que requieran poder y cláusula especial, conforme a la ley sin limitación alguna, según se aprecia en la cláusula única de la escritura antes mencionada . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Copia que, certificada por el Notario Público número 41 cuarenta y uno del Distrito Federal, Licenciado Santiago Javier Covarrubias González, constituye un documento público conforme lo establece el artículo 78 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por lo que merece pleno valor probatorio, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 121 del citado Código, lo cual es suficiente para acreditar la personalidad con la que el ciudadano Gustavo Araujo Jiménez comparece y actúa en el presente proceso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

QUINTO.- Este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en el presente proceso administrativo. . . . . . . . .  . . . . . . . . 

De lo expuesto por el apoderado de la parte actora en su escrito de demanda, así como de las constancias que integran la presente causa administrativa, se desprende que con fecha 11 once de agosto de 2010 dos mil diez, el Director de Verificación Urbana, emitió la orden de inspección, expediente 271/2010-A, dirigida a Martha Leticia Rodríguez Moreno/Anuncios Técnicos Moctezuma, Sociedad Anónima de Capital Variable, respecto del anuncio ubicado en calle Granado número 112, primer piso, de la zona centro de esta ciudad, para efecto de verificar, entre otras cosas, si el anuncio cuenta con la licencia respectiva. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
 En esa misma fecha, el ciudadano Alejandro Elías Sánchez González, en su carácter de inspector adscrito a la Dirección de Verificación Urbana, practicó la visita de inspección en el inmueble antes mencionado, entendiéndola con alguien quien dijo llamarse José Luis Camacho López. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Finalmente, con fecha 22 veintidós de septiembre de ese mismo año, con sustento en la orden y la visita de inspección antes reseñadas, el Director de Verificación Normativa emitió la resolución en la que, por no contar con la licencia correspondiente, impuso a la ciudadana Martha Leticia Rodríguez Moreno, las sanciones de multa por la cantidad de $10,349.30 (Diez mil trescientos cuarenta y nueve pesos 30/100 moneda nacional); la clausura de la difusión del anuncio de manera temporal, total o parcial, por un lapso de 15 quince días naturales; y, el retiro del anuncio, en un plazo no mayor de 15 quince días. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De los señalados actos y la resolución, la parte actora aduce que son ilegales porque fueron emitidos con fundamento en un ordenamiento abrogado  y que la orden de inspección fue emitida con espacios en blanco; constituyendo tales aspectos, de manera general, los puntos controvertidos en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEXTO.- Por cuestión de orden público y, por ende de estudio preferente,  sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
El Director de Verificación Urbana, así como el inspector adscrito a dicha dependencia, hacen valer la causal de improcedencia prevista en la fracción VII del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en relación con lo dispuesto en la fracción VII del artículo 265 del mismo ordenamiento; ya que refieren que de los conceptos de impugnación señalados por la parte actora, no se desprende una relación lógica jurídica tendiente a demostrar el perjuicio o afectación que sufrió, con la emisión del acto que impugna; es decir que no existe ningún agravio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
No se actualiza la causal que aducen las autoridades demandadas; pues como se aprecia del escrito de demanda, la parte actora sí planteó conceptos de impugnación; los que deben analizarse al resolverse la cuestión de fondo del asunto, para determinar si los mismos son eficaces para los efectos pretendidos por el impetrante del proceso, razón por la que no puede afirmarse válidamente que no se hayan expresado conceptos de impugnación o que no existe ningún agravio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Asimismo señalan que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción VII del artículo 261 del mismo Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, ya que expresan que en la demanda se solicita la impugnación del procedimiento administrativo  número 271/2010-A doscientos setenta y uno diagonal dos mil diez inciso A, pero sin invocar la solicitud de presentar algún medio de impugnación, por lo que el asunto debió turnarse a la autoridad administrativa y requerirle si optaba por el recurso de inconformidad o por el proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . 
Para este Juzgador no se actualiza tampoco, la causal de improcedencia invocada, toda vez que la parte actora, es clara al expresar su intención de promover el proceso administrativo; pues así lo refiere específicamente en el proemio de su escrito de demanda; además señala los preceptos aplicables al proceso del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; por lo que no podría haber confusión, como lo expresan, en el sentido de que se le requiriera a efecto de que precisara si promovía un recurso de inconformidad o proceso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por último, de la lectura integral de los escritos de contestación, se desprende que, al referirse al primer concepto de impugnación, las demandadas señalan que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa antes mencionado, ya que no hay afectación al interés jurídico de la poderdante del actor, argumentado como sustento para ello el que: “la supuesta licencia en la que pretende sustentar su derecho esta perdió su vigencia desde el día 18 de julio de 2008 y no es posible que el actor considere que al contar con ese documento caduco le asista el derecho de continuar exhibiendo el anuncio por el que se le sanciona…”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Causal de improcedencia que no se actualiza, toda vez que la existencia del interés jurídico de la poderdante del actor, no se basa en que cuente con una licencia de anuncio que dejó de tener vigencia desde el mes de julio del 2008 dos mil ocho, sino que dicho interés está sustentado en el hecho de que “Anuncios Técnicos Moctezuma”, Sociedad Anónima de Capital Variable se ve afectada en sus derechos y bienes por la resolución y actos impugnados. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En efecto, dicha persona moral se ve afectada en sus derechos y bienes por ello hay afectación a sus intereses jurídicos, pues de las constancias que integran la presente causa administrativa, se aprecia, en primer término, que la orden de inspección se dirigió tanto a esa sociedad mercantil como a la ciudadana Martha Leticia Rodríguez Moreno; en segundo término, existe la presunción de que la persona moral actora es la propietaria del anuncio ubicado en calle Granado 112 ciento doce de la zona centro de esta ciudad, respecto del cual, se sanciona imponiendo su retiro. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La presunción antes citada tiene su soporte, en el hecho de la existencia de que en dicho domicilio, respecto de un anuncio autosoportado de doble caratula, hubo un refrendo de licencia de anuncio (visible a foja 59) en donde se menciona como publicista a “Anuncios Técnicos Moctezuma”, Sociedad Anónima de Capital Variable; lo que concatenado con la orden de inspección, nos lleva a presumir que el anuncio instalado en Granado 112 ciento doce de esta ciudad, es propiedad de la sociedad mercantil citada, por lo que si hay afectación a sus intereses jurídicos, pudiendo intervenir en el presente proceso, de acuerdo a lo que se señala en el artículo 251, fracción I, inciso a) del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . 

No habiendo prosperado ninguna de las causales invocadas por las demandadas y al no advertirse la actualización de alguna otra que impida el estudio de fondo del negocio, se procede a analizar los conceptos de impugnación esgrimidos por la parte actora. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
SÉPTIMO.- De los conceptos de impugnación expresados, este Juzgador se avocará al estudio del que considera trascendental para emitir la presente sentencia, como lo es el Primero, sin necesidad de transcribirlo, así como tampoco los restantes, sirviendo para ello el criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la siguiente Jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.” SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. No. Registro: 196,477. Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VII, Abril de 1998, Tesis: VI.2o. J/129. Página: 599. . . . . 

Así las cosas, en el primer concepto de impugnación, la parte actora refiere esencialmente que la resolución impugnada y los actos anteriores en los que se basa la misma, son ilegales porque se encuentran indebidamente fundados y motivados, vulnerando así el artículo 137, fracción VI del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, señalando textualmente (foja 10 diez del expediente de la presente causa administrativa): . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

“Conforme a lo anterior, debe de considerarse nula la resolución administrativa dictada en el procedimiento administrativo 271/2010-A, en razón de que dicho acto administrativo se encuentra fundado en un Reglamento Administrativo derogado y carente de vigencia.” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“En efecto de la lectura de la resolución antes citada, se desprende que dicho acto administrativo se encuentra fundado en el Reglamento de Anuncios para el Municipio de León, Guanajuato.” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“No obstante con fecha 6 de agosto de 2010, fue publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Guanajuato, el Código Reglamentario de Desarrollo Urbano para el Municipio de León... Guanajuato, mismo que contiene un Título Quinto, denominado de los anuncios…”. . . . . . . . . . . . . . . . . .

Señalando además, la actora, que tanto la orden de inspección como la visita practicadas el 11 once de agosto del 2010 dos mil diez, también son ilegales al estar basadas en el reglamento abrogado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Por su parte, las autoridades demandadas en su contestación, como argumento tendiente a demostrar la ineficacia del concepto de impugnación en estudio, sólo se limitaron a expresar que se actualiza una causal de improcedencia, -sin precisar porqué razón-;  y, que la aseveración de que la resolución no se encuentra fundada y motivada es desacertada porque a su juicio: “…la resolución…contiene los cuerpos de leyes que le dan sustento así como también en forma precisa los artículos que resultan aplicables al caso concreto y por lo que hace a la motivación esta circunstancia se encuentra satisfecha pues… el actor no demostró contar con la licencia de anuncio…”, para finalizar diciendo que la licencia que exhibe ya caducó. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Analizada que es la resolución impugnada, la orden de inspección y el acta de inspección, así como las demás constancias que integran esta causa administrativa, para quien resuelve resulta fundado el concepto de impugnación en análisis; ya que tal y como lo refiere la actora, los actos impugnados, son ilegales, pues tienen su fundamento en un ordenamiento municipal que, al momento en que se emitieron, se encontraba ya abrogado como lo es el Reglamento de Anuncios para el Municipio de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . 

En efecto, se advierte que tanto de la resolución de fecha 22 veintidós de septiembre del 2010 dos mil diez, dictada dentro del procedimiento administrativo de inspección número 271/2010-A (Doscientos setenta y uno diagonal dos mil diez A); como de la orden de inspección, emitida el día 11 once de agosto de ese mismo año y el acta de inspección de la misma fecha, levantada con motivo de la inspección ordenada, tienen su sustento, entre otros ordenamientos, en los artículos 1, 2, fracción I, 3, 6 fracción III, 8, fracciones VI, X, XI y XIII, y del 79 al 98 del Reglamento de Anuncios para el Municipio de León, Guanajuato, sin embargo, como bien lo señala la actora, dicho ordenamiento jurídico dejó de tener vigencia el día 10 diez de agosto del 2010 dos mil diez, con la entrada en vigor en esa misma fecha del Código Reglamentario de Desarrollo Urbano para el Municipio de León, Guanajuato; ya que de acuerdo a lo establecido en el Artículo Transitorio Cuarto de dicho Código, se abrogó el Reglamento de Anuncios para el Municipio de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . 

Se concluye que el Código Reglamentario de Desarrollo Urbano para el Municipio de León, Guanajuato; entró en vigor el día 10 diez de agosto del 2010 dos mil diez, de acuerdo a la interpretación gramatical de su Artículo Transitorio Primero que consigna: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“PRIMERO.- El Presente Código entrará en vigor al cuarto día siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado”; luego entonces, si tal Código se publicó en el Órgano de difusión del Gobierno del Estado, el día 6 seis de agosto de 2010 dos mil diez, el cuarto día siguiente, lo es el día 10 diez del mismo mes y año, por lo que el mismo inició su vigencia en esa fecha, trayendo como consecuencia que en la misma, quedara abrogado el Reglamento de Anuncios para el Municipio de León, Guanajuato, por lo que a partir de esa fecha las ordenes de inspección en materia, entre otras, de anuncios deben fundarse en el nuevo ordenamiento aplicable. . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, resulta entonces, que para cuando el Director de Verificación Urbana emitió la orden de inspección expediente 271/2010-A, el día 11 once de agosto de 2010 dos mil diez, debió fundarla en el Código Reglamentario de Desarrollo Urbano para el Municipio de León, Guanajuato y no en el Reglamento de Anuncios para el Municipio de León, Guanajuato, pues se trata de un nuevo procedimiento administrativo y no uno iniciado antes de la entrada en vigor del mencionado Código, por lo que si, como se aprecia de la presente causa administrativa, las autoridades demandadas fundaron sus actos en el Reglamento de Anuncios abrogado; se concluye que la resolución y los actos impugnados son ilegales al encontrarse indebida e incorrectamente fundados en un ordenamiento abrogado, que no puede tener ninguna vigencia ni dar soporte jurídico a acto alguno; así como tampoco pueden tenerse como vulnerados en la resolución que se impugna, preceptos del Reglamento de Anuncios abrogado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo anterior, en la especie, la resolución y los actos impugnados vulneran lo dispuesto en el artículo 137, fracción VI, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; al encontrarse indebidamente fundados en un ordenamiento abrogado, por lo que de acuerdo a lo dispuesto en la fracción II del artículo 302, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; se deben declarar nulos; procediendo entonces a decretar la nulidad total de la resolución de fecha 22 veintidós de septiembre del 2010 dos mil diez, dictada dentro del procedimiento administrativo de inspección número 271/2010-A (Doscientos setenta y uno diagonal dos mil diez A); así como también la nulidad total de la orden de inspección, de fecha 11 once de agosto de ese mismo año, y la visita de inspección, practicada en cumplimiento a la orden señalada y que consta en acta de la misma fecha. Ello con sustento en lo que establece la fracción II del artículo 300 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa antes enunciado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Como apoyo a lo anterior, se hace propio, el criterio que sostiene la Primera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, contenida en la página 119 ciento diecinueve, de la publicación intitulada “Criterios 2000-2008” del referido Tribunal, la cual es del tenor siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“INDEBIDA FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN.- PROCEDE DECRETAR LA NULIDAD LISA Y LLANA.- La ausencia de fundamentación y motivación deriva en el decretamiento de una nulidad para el efecto de que se emita otro acto debidamente fundado y motivado. Por su parte la indebida satisfacción de estos extremos, conduce a decretar una nulidad lisa y llana, ya que aquí el particular no requiere conocer los fundamentos y motivos de la afectación, sino que es sabedor de que los aplicados en el acto en concreto no son los adecuados.” (Exp. 4.509/02. Sentencia de fecha 09 nueve de mayo de 2003. Actor: Martha Isabel Espriu Manrique). . . . . . 

De igual forma, el criterio que sustentan los Tribunales del Poder Judicial Federal, en las siguientes jurisprudencias: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION. La debida fundamentación y motivación legal, deben entenderse, por lo primero, la cita del precepto legal aplicable al caso, y por lo segundo, las razones, motivos o circunstancias especiales que llevaron a la autoridad a concluir que el caso particular encuadra en el supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento.” Segundo Tribunal Colegiado Del Sexto Circuito. No. Registro: 203,143. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Novena Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. III, Marzo de 1996. Tesis: VI.2o. J/43. Página: 769. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.” No. Registro: 216,534. Jurisprudencia. Materia(s): Administrativa. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 64, Abril de 1993. Tesis: VI. 2o. J/248. Página: 43. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. . . 

OCTAVO.- En virtud de que el primer concepto de impugnación, resulta suficiente para declarar nulos los actos y resolución impugnados, consecuentemente es innecesario el estudio de los restantes conceptos de impugnación expresados por la actora; así como los demás argumentos esgrimidos por la demandada, ya que su análisis no afectaría el sentido de esta resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Sirve de apoyo a lo anterior la tesis de jurisprudencia que a la letra señala: 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO. Si al considerarse fundado un concepto de violación ello trae como consecuencia la concesión del amparo, es innecesario analizar los restantes, ya que cualquiera que fuera el resultado de ese estudio, en nada variaría el sentido de la sentencia.” Segundo Tribunal Colegiado Del Quinto Circuito. No. Registro: 223,103. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. I, Abril de 1991. Tesis: V.2o. J/7. Página: 86. Genealogía:  Gaceta número 40, Abril de 1991, página 125. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo expuesto, y con fundamento además en lo dispuesto en los artículos 249, 287, 298, 299, 300 fracción II, y 302, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se : . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :
PRIMERO.- Este Juzgado Segundo Administrativo Municipal resultó competente para conocer y resolver el presente proceso administrativo. . . . . . . . 

SEGUNDO.- Procedió el proceso administrativo interpuesto. . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- Se decreta la nulidad total de la resolución de fecha 22 veintidós de septiembre del 2010 dos mil diez, dictada dentro del procedimiento administrativo número 271/2010-A (Doscientos setenta y uno diagonal dos mil diez A); así como de la orden de inspección y la visita de inspección; atendiendo a los razonamientos y las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Séptimo de la presente sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora por lista que se encuentra en los estrados de los Juzgados Administrativos Municipales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
En su oportunidad archívese éste expediente como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva con ese fin. . . . . . . .

Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

